CONSEJO REGIONAL DE ECONOMÍA SOCIAL

DE CASTILLA-LA MANCHA

Comisión de arbitraje, conciliación y mediación.

Avenida de Irlanda, 14.

45071 - Toledo

EXPEDIENTE ARBITRAJE.-  Nº AR-25/2010
MODALIDAD.-   DE  DERECHO
DEMANDANTE.- Comunidad de Bienes XXXXX
DEMANDADA.- XXXXX
LAUDO 2/2012
En Cuenca, a dos de febrero de dos mil doce.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XXX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXXX, en la localidad de XXX, XXX, provisto con D.N.I. nº XXX, nombrado Árbitro en el expediente número        AR-25/2010, en virtud de Resolución con fecha de salida 05 de octubre de 2011, de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, por acuerdo de su Comisión de arbitraje, conciliación y mediación en su reunión de fecha 30 de septiembre de 2011, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada por las partes, procedo a dirimir en Derecho las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 

ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE LA COMUNIDAD DE BIENES XXXXX EN CALIDAD DE EX SOCIA DE XXXXX
Don XXXXX, mayor de edad, con D.N.I. nº XXX, actuando en nombre y representación de la entidad XXXXX.” (documento nº 2 de la demanda), con domicilio a efectos de notificaciones en calle XXX, número X, piso X de XXX, en su calidad de ex socia de la entidad   XXXXX,  en su escrito inicial de 22 de diciembre de 2009 de solicitud de arbitraje en la modalidad de Derecho, que dio lugar al presente expediente arbitral, planteó las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:
PRIMERO.-    Que la demandante ha sido socia de la entidad XXXXX con sede social en la localidad de XXX de XXX, provincia de XXX -, con una antigüedad de 19 años según se declara en el citado escrito, siendo el objeto social de la citada cooperativa agraria la producción, transformación y comercialización, incluso directamente al consumidor, del vino y aceite procedente de las uvas y aceitunas, en sus distintas variedades, de las explotaciones de los socios, aunque en este caso el producto entregado por la demandante era su uva.
SEGUNDO.-    Señala la demandante que alegando “motivos particulares” solicitó por ello la baja como socio y cumpliendo el plazo de preaviso estatutariamente establecido. Aporta copia de su solicitud de baja de fecha 27 de mayo de 2009 (documento nº 4 de la demanda) en base a los artículos 11 y 13 de los Estatutos, y fijando como fecha de efectos de aquella el 31 de agosto de 2009, solicitando al tiempo el reembolso de sus aportaciones sociales.

TERCERO.-   El Consejo Rector por resolución de fecha 17 de julio de 2009 (documento nº 5) concedió la baja solicitada por la entidad demandante, y la calificó como injustificada por “no invocar ni acreditar una verdadera causa justificada para la baja”, procediendo a practicar una deducción del 20 por ciento en la liquidación a la ex socia, sin perjuicio de la posible imputación de pérdidas del correspondiente ejercicio o de anteriores, junto con las sanciones que no hubieran sido satisfechas, reproduciendo en sus términos lo previsto en el artículo 61 de la derogada Ley 20/2002. Junto a la anterior se invocaba el incumplimiento del compromiso de permanencia de cinco años de los socios – artículo 9 de los Estatutos -, como una causa que abundaría en la calificación de la baja como injustificada.
En la citada resolución se da por cumplido el preaviso estatutariamente establecido en el artículo 13.1 de tres meses antes del cierre del ejercicio, que de conformidad con el artículo 61 de la norma social, se establece desde el 01 de septiembre al 31 de agosto.

CUARTO.-    Se aportó por el demandante copia del recurso que planteó en fecha 17 de agosto de 2009 contra la resolución del Consejo, en la que considerando su pertenencia a la cooperativa por un período de 20 años, así como el cumplimiento del plazo de preaviso previsto, se opuso a que se alegaran estos motivos como fundamento para declarar injustificada la baja ni tampoco para aplicarle una deducción del 20 por ciento.
A lo anterior añadió que el principio de “puertas abiertas” reconocido en el artículo 13 de los Estatutos, únicamente exige al socio para ejercitarlo como requisitos objetivos un preaviso en el plazo fijado y/o el cumplimiento de un compromiso temporal de permanencia en la sociedad cooperativa. Señaló como fundamento de derecho el artículo 30 de la derogada  Ley 20/2002 y la STS nº 229/1998 de 16 de marzo de 1998.
QUINTO.-    El citado recurso se solventó en tiempo y forma en Asamblea General con carácter de extraordinaria, de fecha 28 de noviembre de 2009, en la que se sometió a debate la impugnación de la demandante, habiéndose incluido el recurso en la convocatoria de aquella (documento nº 7) bajo la redacción “Ratificación, si procede, en Asamblea General, del acuerdo del Consejo Rector, donde se califica como injustificada la baja pedida por el socio XXXXX
En dicha Asamblea finalmente se desestimó el recurso planteado por la Comunidad de Bienes demandante.

SEXTO.-   Alegó también la demandante que se solicitó, en fecha 16 de diciembre de 2009, certificación del acuerdo de la citada Asamblea, no habiéndosele facilitado el mismo por la sociedad cooperativa.
SÉPTIMO.-    Que por todo lo expuesto en primer lugar se solicitó del Árbitro la declaración de nulidad del acuerdo adoptado por el Consejo rector de la cooperativa demandada que declaró la baja de la entidad demandante como injustificada, así como la deducción practicada del 20 por ciento sobre la liquidación de sus aportaciones obligatorias al capital social.
Igualmente solicitó la declaración de nulidad del acuerdo de la Asamblea General, celebrada el día 28 de noviembre de 2009, por el que se rechazó el recurso interpuesto por la Comunidad de Bienes demandante.

II.- CONTESTACIÓN DE LA ENTIDAD XXXXX
Por su parte la cooperativa agraria  XXXXX, con domicilio social en XXX de XXX, provincia de XXX, en calle XXX, provista de C.I.F. nº F- XX  y actuando en calidad de representante legal su presidente Don XXXX, con D.N.I. nº XXX; contestó ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 24 de agosto de 2010, en las que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.
PRIMERO.-   Señaló la demandada que la solicitud de baja se hizo sin que se hubiera alegado causa alguna que justificara la solicitud, proponiendo como ejemplo de posibles causas que la justificaran, entre otras: jubilación, abandono de la explotación agraria o incapacidad para la explotación.
Igualmente se mantuvo en su escrito que la causa alegada “motivos particulares” no se encuentra recogida ni en la Ley de Cooperativas ni en los Estatutos sociales.

SEGUNDO.-    Junto a los argumentos anteriores alegó la cooperativa XXXX que en la citada resolución del Consejo Rector, de fecha 17 de julio de 2009, se realizó de acuerdo a lo estatutariamente establecido en plazo y fondo, tanto al calificar la baja como injustificada como en la liquidación de las aportaciones,  reproduciendo lo recogido en los Estatutos y en la Ley de Cooperativa vigente a la fecha de la resolución.
TERCERO.-     Se mostró conforme la sociedad cooperativa respecto a la existencia y cumplimiento de los requisitos del recurso interpuesto contra la resolución ante la Asamblea General – celebrada el 28 de noviembre de 2009 -, reiterándose que se cumplieron en su convocatoria y desarrollo los requisitos formales, garantizando así  el derecho de recurso y su correcto ejercicio al socio demandante. Habiendo sido sometido a votación dicho recurso, fue rechazado por la mayoría de dicha Asamblea, siéndole notificado dicho acuerdo asambleario con la resolución desestimatoria de aquel en el mismo acto.
CUARTO.-    Por parte de cooperativa se opuso a la entrega de la solicitada certificación del acuerdo de la referida Asamblea, dado que se le practicó notificación personal a la demandada en la persona de su representante en la propia reunión, por lo que habría tenido pleno conocimiento de la resolución del recurso y del inicio del cómputo del plazo a efecto de posteriores actuaciones judiciales.
QUINTO.-   La cooperativa XXXXX finalmente califica como ajustados a derecho tanto la resolución del acuerdo del Consejo Rector de fecha 17 de julio de 2009, como el posterior acuerdo de la Asamblea desestimado el recurso interpuesto por la socia XXXX
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS
Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 04 de noviembre de 2011, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de  02/06/2006)  – en adelante se designa en este laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.

Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral el de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos.

Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede provincial en Cuenca de los Servicios Periféricos de la Consejería de Empleo y Portavoz del Gobierno (actual Consejería de Empleo y Economía) de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Derecho, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia del solicitante del procedimiento XXXXX.”, en cuyo nombre y representación compareció el letrado D. XXXXX, que aportó ante este órgano su apoderamiento por escritura otorgada en fecha 3 de noviembre de 2011, comunicando a este Árbitro que habiendo fallecido D.XXXXX, la entidad demandante se encontraba constituida en la fecha de esta vista por su viuda, Dña. XXXX, con DNI nº XXXX – socia que ya era de la citada Comunidad -, y de la hija en común de ambos, Dña. XXXXX, con DNI nº XXX;  y de otra la demandada   XXXXX, representada en este acto por su presidente D. XXXX, con la asistencia letrada de D. XXXX. El apoderamiento del letrado de la parte demandada se realizó por comparecencia ante este Árbitro.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad  XXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Habiendo alegado con carácter previo la sociedad cooperativa que la acción interpuesta por la ex socia era totalmente extemporánea, dado que se incumplió el plazo de un mes establecido en el artículo 43.5 de la derogada Ley 20/2002 para impugnar los acuerdos anulables emitidos por la Asamblea, y que se había iniciado dicho plazo desde la adopción del acuerdo y su conocimiento efectivo por el demandante.

Se opuso por la demandante que lo solicitado en su escrito era la declaración de nulidad tanto del acuerdo del órgano de administración como del derivado de la Asamblea, para cuya invocación en este último caso rige el plazo de un año desde la adopción del acuerdo o inscripción en el Registro de Cooperativas de Castilla-La Mancha, según se recoge en el mismo precepto legal.
Por parte del Árbitro se acordó tras la excepción alegada la continuación del procedimiento, señalando a las partes que sobre dicha excepción se resolvería con carácter previo  a la valoración del fondo del asunto.

Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante XXXX solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente, junto a ellos solicitó la aportación de los acuerdos adoptados por el Consejo Rector y la Asamblea en relación con la calificación y determinación de efectos de la baja de la demandante, junto con la entrega de la copia del Libro Registro de socios. Finalmente instó a que se practicara el interrogatorio del presidente de la cooperativa demandada.

De contrario, la representación de la cooperativa XXXX solicitó de éste órgano la admisión como medio de prueba de la testifical de los socios D. XXXX y de D.XXXX, e igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa.


A la vista de los medios solicitados, por este órgano arbitral se acordó la inmediata remisión por vía telemática del acta del Consejo Rector de fecha 5 de junio de 2009, en la que se acordó la calificación como injustificada de la baja solicitada, aceptándose el interrogatorio solicitado y siendo denegada la entrega de la copia del Libro Registro de socios por su no relevancia en este procedimiento. Respecto del resto de la documentación, la demandante renunció a su aportación dada su constancia en el expediente.
Por la parte demandada igualmente se renunció a la práctica de la testifical solicitada, dándose entonces por concluida esta vista preliminar y decretando este Árbitro con carácter inmediato, la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.

IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Se procedió primeramente a dar lectura por el Árbitro del acta remitida del Consejo Rector, correspondiente a su reunión de fecha 5 de junio de 2009, en la literalmente se establece en su punto segundo que: “ Tras recibir el pasado 28 de mayo la solicitud de baja del socio XXXX y la petición de sus aportaciones, y tras un detallado estudio, se decide dar de baja el próximo 31 de agosto, calificando esta como baja injustificada por haber aprobado en asamblea general de 2003 nuevas inversiones sin haber tenido ningún voto en contra, inversiones que hasta el próximo 2013 no habrán sido amortizadas en su totalidad”. 
Ante este contenido se impugnó por la representación de la demandante el contenido de la notificación de la resolución del Consejo de fecha 17 de julio de 2009, dado que en la misma no se transcribían dichos motivos, sino que en los antecedentes de la misma se invocaba el presunto incumplimiento del compromiso de permanencia de cinco años establecido en el artículo 9 de los Estatutos, argumento que carece de validez alguna, dada la permanencia acreditada como socio muy superior a ese plazo por la demandante, para finalmente establecer como motivación de la declaración de la baja como injustificada “no invocar ni acreditar una verdadera causa justificada para la baja”.
A continuación se practicó el interrogatorio del presidente de la cooperativa XXX por el letrado de la demandante, que a sus preguntas se ratificó en lo expresado en la contestación sobre la deducción efectuada y en su justificación en los Estatutos, al no haber acreditado la ex socia justa causa para la baja solicitada. Por otra parte, a preguntas de su letrado, reiteró que se respetaron las garantías de la comunidad de bienes con la lectura del recurso ante la Asamblea, dándosele un turno de palabra ante la misma para ejercer su derecho de defensa, constando todo ello en el acta.
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya expuestas en sus escritos de demanda y de contestación


A la vista de los antecedentes expuestos y dado que se trata de un arbitraje de Derecho, se exige motivación jurídica en su resolución; por ello el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-  Sobre la competencia arbitral

El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se halla facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud  de las funciones que le atribuía el artículo 144 de la ya derogada Ley 20/2002, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y que reproduce en iguales términos el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.

Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional prevista en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


En virtud de Resolución de fecha 28 de septiembre de 2011, de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, por acuerdo de su Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, se nombró Árbitro a quien suscribe.

Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la Disposición Adicional Única del Decreto 72/2006.
SEGUNDO.-   Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje

La ex socia Comunidad de Bienes XXXX a través de su representación, solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social, en su escrito de fecha 22 de diciembre de 2009, petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la Disposición Final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.

Esta modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Decreto, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para aquel en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Sobre la excepción de caducidad de la acción.

Este Árbitro tras examinar los iniciales escritos de demanda y contestación, así como las alegaciones aportadas por las partes debe emitir las siguientes conclusiones. 
Con carácter previo a entrar en conocimiento de la cuestión debatida, se le exige examinar la excepción alegada por la cooperativa, que sólo detalla su oposición en el supuesto de anulabilidad, no entrando a argumentar frente a la nulidad solicitada. Este Árbitro debe rechazar la misma en base a los siguientes argumentos:

a) Si bien como alega la sociedad XXXX el escrito de solicitud de arbitraje tuvo entrada según el sello que aparece en el Registro Único de la Delegación de Trabajo de la Junta de Comunidades en fecha 29 de diciembre de 2009, pero consta igualmente en el citado escrito un sello de entrada mecanizado del Registro General de la Subdelegación del Gobierno en Albacete, con fecha de entrada 24 de diciembre de 2009, a las 12:28 horas.

b) En contra de lo alegado por la cooperativa, los arbitrajes son conceptualmente un medio extrajudicial de resolución de conflictos, por lo que al tratarse de órganos no jurisdiccionales no le son de aplicación a los mismos los plazos y exigencias procesales que para su registro y tramitación se recogen en la Ley Orgánica del Poder Judicial o en la Ley de Enjuiciamiento Civil, sino en lo recogido en su propia norma legal que los crea y regula.
Por remisión a lo establecido en el artículo 1 de la Ley 60/2003 de Arbitraje, esta norma es de aplicación a los arbitrajes cuyo lugar se halle dentro del territorio español, siendo aplicable supletoriamente a los arbitrajes previstos en otras leyes, como concurre en el presente caso. Como ya se expuso en este laudo, estamos ante un arbitraje de los denominados en la Ley como institucionales, creados al amparo de la Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha.

De manera que el presente laudo se encontraría en el supuesto, legalmente fijado en la Ley de Arbitraje, de una entidad pública que desempeña funciones arbitrales, siendo ésta el Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, cuya constitución al amparo del artículo 143 de la  Ley 20/2002 se desarrolló a través del Decreto 193/2005, de 27 de diciembre (DOCM nº 263 de 30 de diciembre), que explicita su naturaleza jurídica en el artículo 2 del reglamento, al señalar que estamos ante “ un órgano de promoción y difusión del cooperativismo y de la economía social de Castilla-La Mancha, con funciones de carácter consultivo, asesor y de colaboración con la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en materia de cooperativas”. 

Su indudable regulación al amparo de la potestad reglamentaria e integración dentro de la estructura de la Administración regional supone la aplicación a dicho Consejo Regional, y por extensión a la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de la normativa que se aplica a las administraciones en materia de notificaciones recogida en la Ley 30/1992 de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común – de aplicación a las Administraciones de las Comunidades Autónomas según se establece en el artículo 2.1 letra b) -,  siendo así la norma legal que regula el acceso a los registros públicos.
En base a dicha autorización, el apartado cuarto del artículo 38 de la Ley 30/1992, al regular los Registros de las Administraciones establece que:
“ 4. Las solicitudes, escritos y comunicaciones que los ciudadanos dirijan a los órganos de las Administraciones públicas podrán presentarse:

a. En los registros de los órganos administrativos a que se dirijan.

b. En los registros de cualquier órgano administrativo, que pertenezca a la Administración General del Estado, a la de cualquier Administración de las Comunidades Autónomas,.. “
Por todo lo expuesto, este Árbitro desestima la caducidad planteada por la representación de la cooperativa, dado que sin entrar a valorar lo alegado por la Comunidad de Bienes demandante en la vista, respecto al hecho de que el día 24 de diciembre de 2009 fuera un día inhábil en las dependencias y oficinas de la Junta de Comunidades - lo que hubiera obligado a la presentación de la solicitud de arbitraje en el único registro abierto en ese día en la Subdelegación del Gobierno -, el derecho que asiste a la demandante a presentar el escrito en otros registros distintos de la administración competente, en este caso la autonómica, goza del reconocimiento y validez otorgado por la legislación general de aplicación a las distintas administraciones.
En consideración a todo lo anterior, cabe declarar que la acción de impugnación contra el acuerdo de la Asamblea General, interpuesta por la ex socia, se encontraba dentro del plazo de un año establecido legalmente para aquella.
CUARTO.-  Sobre la calificación de la baja como no justificada.

Si bien en este punto se varía el desarrollo en su iter del escrito de la demandante, considera este órgano que es el punto fundamental del presente procedimiento y que debe ser valorado con carácter preferente.
A la vista de los documentos que obran en el procedimiento, considera este Árbitro que de los tres argumentos alegados por la cooperativa de manera conjunta en el acuerdo social y en la posterior notificación de su Consejo rector a la ex socia, dos no tienen cabida por una simple lógica jurídica. 
No puede aceptarse lo recogido en los antecedentes de la resolución emitida el 17 de julio de 2009, cuando cita los artículos 9 y 13 de los Estatutos como fundamento de la declaración como injustificada de la baja, se señala el incumplimiento del compromiso de permanencia de cinco años desde su admisión, cuando de la documentación y de los propios testimonios de todas las partes, se constata que ha superado la demandante de manera sobrada el citado plazo de compromiso, existiendo en el procedimiento notificaciones de la cooperativa a la Comunidad de Bienes fechadas en el año 2001.
Sin embargo si cabe el estudio del segundo motivo alegado en la notificación entregada al socio del acuerdo social, dado que si se expresa en este caso de una forma clara como causa por la que se califica como injustificada su baja como socia de la cooperativa el  “no invocar ni acreditar una verdadera causa justificada para la baja”.

La Comunidad de Bienes demandante alega como principio consustancial a las sociedades cooperativas, el denominado como “de puertas abiertas”, que se plasmaría en el artículo 30.1 de la Ley 20/2002 y en el artículo 13.1 de los Estatutos sociales. De lo que se deduciría que para declararse como injustificada una baja, solo cabría su justificación por el incumplimiento del plazo de preaviso estatutario o del compromiso de permanencia en la sociedad cooperativa.
Obvia la demandante que el principio de “puertas abiertas”  trae su origen en los que se establecieron desde los inicios del movimiento cooperativo - por los denominados “Pioneros de Rochdale” en el año 1844 -, que deben inspirar la constitución y el funcionamiento de las sociedades cooperativas y de sus socios. Originalmente se configuró su contenido como primer principio cooperativo de “Libre adhesión y libre retiro”, que en la nueva redacción dada por la Alianza Cooperativa Internacional (ACI) en el año 1995, ha pasado a denominarse de “Adhesión voluntaria y abierta”.

El contenido de este primer principio se resume por el movimiento cooperativo como la no existencia de ninguna razón discriminatoria que impida entrar o que provoque la salida de alguien de una cooperativa. Como bien dice este Principio sólo se exigen dos requisitos a la hora de entrar en una cooperativa: 
a) Por un lado: ser capaz de utilizar sus servicios, porque la esencia de la cooperativa como empresa es satisfacer unas necesidades. No se puede formar parte de una cooperativa aportando un capital con el único objetivo de multiplicarlo sin preocuparse por más, como ocurre en las empresas mercantiles.
b) Por el otro: aceptar las responsabilidades de la condición de socio. El valor de la autorresponsabilidad se refleja en el primer principio. Todo el mundo que entra en una cooperativa tiene que asumir el proyecto como suyo, con las responsabilidades que correspondan.
El artículo 1.3 de la derogada Ley de 2002 establecía que las cooperativas de Castilla-La Mancha deberían ajustarse “en su estructura y funcionamiento a los principios formulados por la Alianza Cooperativa Internacional”, que actúan a semejanza de los principios generales del derecho, reconocidos como fuente del ordenamiento jurídico español en el artículo 1 del Código Civil.

Esos mismos principios, en concreto el tercero “Participación económica de los asociados”, supone para los socios que deben contribuir equitativamente al capital de sus cooperativas y que lo gestionan de forma democrática, siendo al menos parte de ese capital propiedad común de la cooperativa, asumiendo también esas obligaciones de forma equitativa. 
El proyecto en común que supone una sociedad cooperativa debe tener una viabilidad económica y de rentabilidad a largo plazo, tanto en la cantidad de producto que gestiona la entidad como en unos ingresos que hagan posible hacer frente a las responsabilidades ante los socios y frente a los terceros con quienes la cooperativa junto con sus socios libremente ha contraído. Eso motiva que frente a las bajas voluntarias que se solicitan en el legítimo ejercicio de su derecho por los socios, puedan ser sometidas sus liquidaciones a deducciones por la sociedad cooperativa como consecuencia de compromisos con terceros e inversiones anteriores no amortizadas y aceptadas por los socios en ejercicios anteriores.
De lo expuesto, no parece conforme con esta visión de proyecto en común el motivo alegado por la representación de la Comunidad de Bienes en su solicitud de baja, en la únicamente expresó “motivada por motivos particulares”, pudiendo haber señalado tanto en ese mismo momento como en la tramitación del posterior recurso – así como en el presente procedimiento arbitral -,  algún motivo concreto y objetivo que hubiera podido justificar esa baja, tal como señaló la propia cooperativa en su escrito de contestación.

Finalmente a la vista del procedimiento, este Árbitro no puede a entrar a valorar jurídicamente o cuantificar el tercer motivo invocado, los presuntos compromisos concretos pendientes de amortizar por inversiones anteriores, que se señalan en el acuerdo del Consejo de fecha 5 de junio de 2009, dado que no se recogen o tan siquiera se citan en la notificación al socio, causando la indefensión de éste por desconocer la causa invocada, dado que no se concretan las inversiones efectuadas, ni tampoco se cuantifican los plazos o cantidades dinerarias que estarían pendientes de abono por la cooperativa, no bastando la simple mención o referencia para su deducción en la liquidación de las aportaciones del socio que causa baja.

La indefinición concreta de los motivos y argumentos expuestos, así como su invocación no alegada de forma ajustada a Derecho por la sociedad cooperativa fundamentan que deba declararse como nulo el acuerdo del Consejo Rector objeto de este procedimiento arbitral.

Ahora bien, dicha declaración de nulidad no impide la exigencias de responsabilidad frente a la ex socia, pues así consta en la propia acta de la Asamblea que debatió sobre la procedencia o no de su calificación como justificada  (documento nº 1 de la contestación), en la que se hizo pública exposición de la existencia de inversiones aprobadas por la ex socia y pendientes de amortización por la sociedad cooperativa a la fecha de la baja de aquella.
Del examen detallado de los preceptos legales y estatutarios, se desprende que el derecho de reembolso de las aportaciones al capital puede ser objeto de una serie de de deducciones aplicables al socio que causa baja y que se encuentran tasadas en el artículo 55 de los Estatutos, que reproduce a su vez lo señalado en el artículo 61 de la derogada Ley de Cooperativas de 2002. En ambos artículos se establece entre otras como deducibles “aquellas obligaciones de pago que el socio tenga pendiente con la cooperativa derivadas de su participación en la actividad cooperativizada o por cualquier otro concepto”, que tiene validez aún cuando se trate de una baja justificada, tal como alega la demandante.

Esa remisión expresa a “cualquier otro concepto” deja abierta la inclusión de otras obligaciones de pago por el órgano social competente, pero como  precepto de los que la doctrina y jurisprudencia denomina normas jurídicas indeterminadas, debe estar sujeta a unos contenidos que justifiquen esas deducciones, para no caer en la indefensión del socio o en la arbitrariedad por parte de la cooperativa. Deberá establecerse un marco en el que se fijen unos criterios objetivos y cuantificables para efectuar esas deducciones en la liquidación de las aportaciones. 


Aplicando de manera analógica lo establecido en el artículo 111.5 in fine de la Ley 20/2002, le sería de aplicación lo previsto en dicho artículo si se establece, respecto de las inversiones realizadas y no amortizadas, el derecho de fijar una deducción acorde con la actividad cooperativizada - entrega de producto en este supuesto -, sobre la cantidad pendiente de amortizar.

QUINTO.-    Sobre la nulidad del acuerdo adoptado por la Asamblea General de fecha 28 de noviembre de 2009.

Según se recoge en el acta de la Asamblea y de las propias expresiones de la demandante en su escrito de solicitud, la misma se ajustó a derecho tanto en su convocatoria como en su posterior desarrollo, dado que ha quedado acreditado que el representante de la Comunidad de Bienes estuvo presente en la misma – convalidando aquella -, y consta además que se dio lectura del recurso de la ex socia por el Sr. Secretario de la cooperativa, dándose turno a todos los socios presentes para intervenir y ejercer finalmente su derecho al voto, que obtuvo como resultado una mayoría que desestimó el recurso interpuesto, habiendo solo un voto en contra y otro en blanco de un total de 29 votos emitidos. Por todo ello, no cabe admitir la presunta indefensión alegada por la demandante.
SEXTO.-    Sobre las costas del procedimiento arbitral
En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.

A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Derecho, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Que se acuerda declarar por este Árbitro la estimación de la solicitud principal de declaración de nulidad del acuerdo adoptado por el Consejo Rector en su reunión de fecha 05 de junio de 2009 en su punto segundo, por el que se acordó declarar como injustificada la baja solicitada por la Comunidad de Bienes XXXX en su calidad de socia de la entidad XXXX
Sin perjuicio de considerar como justificada la baja, este laudo no exime a la demandante de que le sean de aplicación, de acuerdo a lo establecido en el artículo 61 de la derogada Ley 20/2002, las posibles deducciones a la liquidación de sus aportaciones obligatorias que pudieran traer su causa de la aplicación de dicho precepto.
SEGUNDO.-   Igualmente, este órgano arbitral viene a declarar que la Asamblea General de fecha 28 de noviembre de 2009, se ajustó a derecho en cuanto a su convocatoria, desarrollo y garantías en el ejercicio de la impugnación interpuesta como socia por la Comunidad XXXX pero que cabe estimar asimismo la nulidad del concreto acuerdo adoptado en dicha Asamblea General, por el que se desestimó el recurso interpuesto por la demandante contra la declaración como injustificada, en tanto que aquel ratificó un acuerdo del Consejo Rector que ha sido declarado nulo por este laudo.
TERCERO.-   Que el presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.

El laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.

Este laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento  y contra el mismo cabe interponer la acción de anulación según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.
Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

CUARTO.-    Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje, a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Cuenca, a dos de febrero de dos mil doce.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero

EL ÁRBITRO
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